[image: image1.jpg]




19 

 Foja 10
[image: image2.jpg]


Exp.234/2020/2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 234/2020/2
ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: POLICIA RESPONSABLE DE LA DETENCION, DIRECCION  GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA Y JUEZ CALIFICADOR TODOS DE LA DIRECCION GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de diciembre de dos mil veinte.
V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 234/2020/2, promovido por la parte actora el C. **********, por propio derecho y quien señaló como autoridades demandadas al Policía responsable de la detención de la parte actora, a la Dirección General de Seguridad Pública y al Juez Calificador, todos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veinticinco  de febrero de dos mil veinte, el C. **********, por propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra de las autoridades demandadas; por la emisión del acto que a continuación se precisa:

“Reclamo la emisión y aplicación en mi perjuicio de la multa que se desconoce en su entereza pero que supuestamente fue por faltas al Bando de Policía y Gobierno contenidas en el artículo 10 fracc. II, y las consecuencias que este acto género, que resultó ser el pago de un crédito fiscal por la cantidad de $500.00 (Quinientos pesos 00/100 M.N.), a la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”

II.- El cinco de marzo de dos mil veinte, esta Segunda Sala admitió a trámite la demanda, emplazó a las autoridades demandadas para que contestaran, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes. Además se le dio vista al superior jerárquico de dichas autoridades.
Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo al accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, mismas que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.
III.- Por acuerdos del Pleno de este Tribunal, de fechas diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio, todas del dos mil veinte, publicados en el Periódico Oficial del Estado los días diecinueve de marzo, dieciséis de abril, cinco y veintinueve de mayo y doce de junio del citado año, se determinó, en el primer acuerdo señalado suspender actividades jurisdiccionales con motivo de la contingencia sanitaria, del diecinueve de marzo al diecinueve de abril del dos mil veinte; y en el segundo, tercero, cuarto y quinto acuerdo, se determinó la prórroga de la suspensión de actividades jurisdiccionales, del veinte de abril al cinco de mayo, del seis al treinta y uno de mayo, del primero al quince de junio y del dieciséis al treinta de junio, todos del año del dos mil veinte, por lo que dicho periodo se consideró inhábil, reanudándose la actividad jurisdiccional el día primero de julio de dos mil veinte.

IV.- En el proveído de veinticuatro de agosto de dos mil veinte, se tuvo por precluído el derecho para contestar la demanda a la autoridad demandada Juez Calificador de Barandilla del Ayuntamiento de San Luis Potosí; en virtud de que no contestó la demanda en el término concedido y, en vía de consecuencia por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

En el mismo proveído, se tuvo por no contestada la demanda a la diversa autoridad demandada Abraham Eli Ruiz Márquez, Policía de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del aludido Ayuntamiento; en virtud de que no acreditó su personalidad.

De la misma forma se le tuvo por contestando la demanda al Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, por ello se ordenó correr traslado a la parte actora con dicha contestación.
Por otra parte, se admitieron las pruebas que ofrecieron las partes; las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora:
·  Recibo de entero **********, expedido por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí;

· Copia simple de la credencial para votar, expedida por el Instituto Federal Electoral;
· Instrumental de actuaciones; y

· Presuncional legal y humana
A la autoridad demandada compareciente Abraham Eli Ruiz Márquez, Policía de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, las documentales consistentes en:
· Copia certificada de su nombramiento de primero de octubre de dos mil dieciocho; 
· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional lógica, legal y humana.
Finalmente, se señalaron las nueve horas con treinta minutos del veintiocho de septiembre de  dos mil veinte, para la celebración de la audiencia final.
V.- En esa fecha, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· No compareció ninguna de las partes.
· Dio cuenta de las constancias y actuaciones de autos; 
· En el periodo de pruebas: tuvo por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes, dada su propia y especial naturaleza.
· Dio cuenta de los alegatos que presentó la parte actora y la parte demandada.

· Finalmente dio por terminada la audiencia y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116 fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo, 7°, fracciones I y V, 9, fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. **********, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que se corrobora con la documental consistente en el recibo de entero ********** -visible a foja 8 de autos- en el cual aparece como EMISOR del pago.
Así mismo, compareció a dar contestación el C. **********, en su carácter de Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, acreditando su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la exhibición de la copia certificada de su nombramiento que le fue expedida y que se encuentra visible a foja 27 de autos.
Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Se reitera que el Juez Calificador de Barandilla del Ayuntamiento de San Luis Potosí y la diversa autoridad demandada Policía de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del aludido Ayuntamiento se les tuvo por no contestada la demanda como quedó asentado en el resultando IV de la presente sentencia, por lo que no es necesario estudiar la legitimación relativa a esas autoridades.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de “la multa que el actor refiere desconocer en su entereza pero que supuestamente fue por faltas al Bando de Policía y Gobierno contenidas en el artículo 10 fracción II, y las consecuencias que este acto género, que resultó ser el pago de un crédito fiscal por la cantidad de $500.00 (Quinientos pesos 00/100 M.N.), a la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.” 
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En este sentido, el C. ********** en su carácter de Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hizo valer las causales de improcedencia previstas por el numeral 228 fracción XI del Código Procesal Administrativo para el Estado, bajo el argumento de que dentro de sus funciones no se encuentra contemplada la de imponer multas al Bando de Policía y Gobierno, y que en el presente asunto el actor encauza su defensa en contra de un acto realizado propiamente de una falta administrativa, pero en ningún punto hace referencia a hechos o actos atribuibles a la autoridad que representa.
Por tanto, es evidente que no existe acto impugnado atribuible a las diversa Autoridad Demandada Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, puesto que el acto impugnado, es decir “la multa que el actor refiere desconocer en su entereza pero que supuestamente fue por faltas al Bando de Policía y Gobierno contenidas en el artículo 10 fracción II, y las consecuencias que este acto género, que resultó ser el pago de un crédito fiscal por la cantidad de $500.00 (Quinientos pesos 00/100 M.N.), a la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”, es atribuido a la diversa Autoridad Demandada Juez Calificador de Barandilla del Ayuntamiento de San Luis Potosí, lo anterior se corrobora con lo dispuesto por el artículo 21 fracción I del Bando de Policía y Gobierno del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que dispone que corresponde al Juez Calificador conocer acerca de las denuncias y reportes, respecto a las probables infracciones cometidas contra el Bando, calificar la existencia de dichas infracciones y su gravedad, así como determinar si existe responsabilidad o no en su comisión y en su caso, imponer las sanciones correspondientes.
Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento prevista por el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que se refiere a la diversa Autoridad Demandada Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, en razón de que no existe acto impugnado atribuible a dicha autoridad, por lo que se decreta el Sobreseimiento del presente Juicio Contencioso Administrativo en relación a esa Autoridad Demandada.

El suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria no es omiso en precisar, que el sobreseimiento decretado, no exime a la diversa Autoridad Demandada Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, de efectuar todas las actividades de su esfera competencial, para cumplir la sentencia que se dicte por ésta Sala, ya que de acuerdo con lo que dispone el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cumplimiento de las sentencia es de orden público e interés general, por lo que todas las autoridades están obligadas a su cumplimiento, incluso las que no fueron demandadas, por lo que le resulta aplicable el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por los artículos 256 y 257 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese contexto, se precisa, que el Juicio Contencioso Administrativo subsiste por lo que se refiere a la diversa Autoridad Demandada Policía de la Dirección General de Seguridad Pública y Juez Calificador de Barandilla ambos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que en lo subsecuente, cuando se haga alusión a las Autoridades Demandadas, se debe entender que se trata de dichas Autoridades.

De igual forma, con fundamento en los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria no advierte que se actualiza otra causal de improcedencia o sobreseimiento.
En mérito de lo anterior, se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- El concepto de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentra localizado en la foja 3 a la 7 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tiene por aquí reproducido como si a la letra se insertara.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Este Juzgador procede a estudiar el concepto de impugnación que hace valer la parte impetrante en su escrito inicial de demanda, en el que arguye medularmente que le fue impuesta al hoy actor una Multa Administrativa que afirma desconocer en su entereza de fecha veintisiete de enero de dos mil veinte que derivó en el recibo de entero ********** emitida por el Juez Calificador del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en virtud de que no se siguieron las formalidades esenciales del procedimiento a que se refieren los artículos 24, 28 fracción I y 29 del Bando de Policía y Gobierno del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en razón de que al momento de la detención del actor no se le hizo del conocimiento la existencia de una denuncia por persona alguna, que no existió flagrancia, y que de encontrarse en el supuesto de haber cometido una falta los supuestos policías debieron persuadirlo de cesar la conducta constitutiva de delito.
A juicio del suscrito Magistrado, el concepto de impugnación que hace valer el demandante, es sustancialmente fundado y, por lo tanto, suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer término, los artículos 24, 28 fracción I y 29 del Bando de Policía y Gobierno del Ayuntamiento de San Luis Potosí establecen lo siguiente:

“Artículo 24.- El procedimiento iniciará cuando las autoridades municipales tengan conocimiento de cualquier conducta que pudiera ser constitutiva de infracción al presente Bando, ya sea por haberse encontrado a la persona presuntamente infractora en flagrancia, o en virtud de habérsele señalado mediante una denuncia.
…

Artículo 28.- Los agentes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal en servicio, como representantes de la fuerza pública, compete hacer cumplir incluso coactivamente, las normas contenidas en el presente Bando; por lo que, al tener conocimiento de la probable comisión de una o varias conductas que pudieran ser constitutivas de infracción al mismo. Su actuación al primer contacto con las personas a quienes se les atribuya alguna infracción se ceñirá a lo siguiente.

I.- Cuando las circunstancias y la naturaleza de la falta lo permitan empleará el diálogo y la concertación para disuadir a la persona infractora de hacer cesar la conducta constitutiva de infracción, de persistir en su actuar será asegurada para continuar con el procedimiento.

II.- Si de acuerdo con las circunstancias de su comisión y a la naturaleza de la conducta constitutiva de infracción, a su gravedad y a las condiciones en que se encuentre la persona infractora, resulta indispensable su presentación ante el o la juez calificador para hacer cesar la conducta infractora y sus efectos, se llevará a cabo el registro corporal preventivo y el traslado de la misma de forma inmediata, ante la o el Juez Calificador o ante la Agencia del Ministerio Público correspondiente, observando en todo momento las medidas específicas para ello establecidas por el artículo 30 del presente Bando.

III.- Cuando sean dos o más personas quienes denuncien hechos probablemente constitutivos de infracción al presente bando, y se acusen mutuamente de su comisión, una vez agotados los intentos de concertación por el agente municipal, todas ellas serán trasladadas y presentadas ante el o la juez calificador, a fin de que se lleve a cabo la fase del procedimiento correspondiente. 

IV.- Si las conductas presuntamente constitutivas de infracción al presente Bando fueran realizadas por grupos de personas, se imputará la comisión de la infracción a todos los miembros de tales grupos que se encuentren en el lugar de los hechos y participen, activa o pasivamente, en la realización de las mismas. 

V.- Los y las agentes retirarán, asegurarán o intervendrán cautelarmente los elementos objeto de las prohibiciones, así como los materiales o los medios empleados para la comisión de la infracción que se trate y los presentará junto con las personas aseguradas ante el o la Juez calificador, señalando claramente el nombre del servidor o servidores públicos que se han hecho responsables de su guarda y protección. 

VI.- Sólo en los casos estrictamente necesarios y como último recurso, será empleada la fuerza como medio para compeler a la persona infractora al cese de la conducta constitutiva de infracción, limitando su uso para someter a la persona infractora con el menor daño posible, asegurarla y presentarla de manera inmediata ante el o la juez calificador, acatando lo establecido por la norma para el uso de la fuerza contemplada en el artículo 31 del presente bando.

Los miembros de la Dirección General de Seguridad Municipal ejercen sus funciones únicamente en la vía pública y en los establecimientos de cualquier género a los cuales tenga acceso el público.

En todo caso, tratándose sólo de infracciones a este bando, será respetada la inviolabilidad del domicilio.

Artículo 29.- Cuando, ante las circunstancias y la naturaleza de la infracción que se trate, los agentes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal determinen la necesidad del aseguramiento y la detención de la persona, se le informará a esta última el o los motivos de su detención, le serán leídos los artículos del presente Bando que tipifiquen la infracción presuntamente cometida, asimismo le serán leídos los derechos que en su favor contempla el artículo 37 del Bando y previo a su traslado, se le practicará una revisión corporal preventiva, así como revisión superficial en sus pertenencias a fin de garantizar que no porte objetos que pudieran resultar peligrosos; dicha revisión deberá efectuarse de acuerdo con las siguientes reglas:
I.- El agente que haya de practicar la revisión informará al detenido o detenida el motivo por el cual se practica la revisión en su persona y le explicará en qué ha de consistir la misma;

II.- En todo caso se practicará por un o una agente del mismo sexo al del o la infractor;

III.- Bajo ninguna circunstancia el agente empleará lenguaje ofensivo o denigrante, violencia de ningún tipo, ni exhibición de armas; en la medida de lo posible se evitará también el uso de la fuerza.

IV.- Tratándose de menores que manifiesten tener una edad superior a los doce años, la medida señalada en la fracción anterior se aplicará en los casos en que las circunstancias de la probable comisión de la infracción lo hagan indispensable para garantizar la seguridad del o la menor, así como del personal tratante.

Tratándose de menores de doce años en ningún caso se efectuará revisión alguna.

V.- En lo general, el registro corporal preventivo se realizará atendiendo a las precauciones y consideraciones necesarias, en virtud de la edad, sexo, discapacidad o cualquiera otra, que implique una deferencia en el tratamiento de la persona presuntamente infractora.
Fuera del procedimiento descrito se evitará en todo momento el registro corporal en las personas y sus bienes, en estricta observancia de las garantías reconocidas por el artículo 16 de la Constitución General de la República.”
Como puede verse, para imponer cualquiera de las sanciones previstas en el Bando de Policía y Gobierno del Ayuntamiento de San Luis Potosí, dicho ordenamiento establece que debe seguirse el siguiente procedimiento:
· Que el procedimiento inicia cuando las autoridades municipales tienen conocimiento de cualquier conducta que pudiera ser constitutiva de infracción al Bando de Policía y Gobierno del ah. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ya sea por haberse encontrado a la persona presuntamente infractora en flagrancia, o en virtud de habérsele señalado mediante una denuncia.
· Que los agentes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal en servicio, como representantes de la fuerza pública, compete hacer cumplir incluso coactivamente, las normas contenidas en el Bando de Policía y Gobierno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por lo que, al tener conocimiento de la probable comisión de una o varias conductas que pudieran ser constitutivas de infracción al mismo. Su actuación al primer contacto con las personas a quienes se les atribuya alguna infracción, podrán cuando las circunstancias y la naturaleza de la falta lo permitan, emplear el diálogo y la concertación para disuadir a la persona infractora de hacer cesar la conducta constitutiva de infracción, pero de persistir en su actuar será asegurada para continuar con el procedimiento.
· Que cuando, ante las circunstancias y la naturaleza de la infracción de que se trate, los agentes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal determinen la necesidad del aseguramiento y la detención de la persona, se le informará a esta última el o los motivos de su detención, le serán leídos los artículos del Bando de Policía y Gobierno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí que tipifiquen la infracción presuntamente cometida, asimismo le serán leídos los derechos que en su favor contempla el artículo 37 del Bando de Policía y Gobierno del ah. Ayuntamiento de San Luis Potosí previo a su traslado.
De igual forma, se advierte que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar correctamente su actuación en cuanto a la imposición de la sanción consistente en la supuesta multa que refiere desconocer el hoy actor, conforme lo ordenado por el artículo 6°, 46 y 47 fracción II del Bando de Policía y Gobierno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que literalmente refiere: 

Bando de Policía y Buen Gobierno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
“Artículo 6°.- Por infracción, se debe entender cualquier acto u omisión que se oponga o contravenga el objeto o fines de este bando
Las sanciones que sean impuestas por las infracciones al presente Bando podrán consistir en: apercibimiento, multa, arresto hasta por treinta y seis horas o trabajo  favor de la comunidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Sin perjuicio de las consecuencias jurídicas que las conductas objeto de este bando pudieran generar en otro ámbito, la comisión de las mismas se sancionará con apercibimiento o multa de uno  treinta salarios mínimos vigentes en San Luis Potosí, o hasta treinta y seis horas de arresto, o trabajo a favor de la comunidad.
“Artículo 46. Para la calificación de las faltas e infracciones u la imposición de la sanción correspondiente, así como el monto o alcance de dicha sanción, el juez calificador deberá tomar en cuenta la gravedad de las mismas, las condiciones económicas del o la infractor, su grado de cultura e instrucción y la actividad a la que se dedica, a fin de individualizar la sanción con apego a la equidad y a la justicia.”

“Artículo 47. Las sanciones que impongan por las conductas que constituyan infracción al presente Bando, únicamente consistirán en:

I.- Apercibimiento

II.- Multa

III.- Arresto a favor de la comunicad, y

V.- Asistencia a sesiones formativas

...
Énfasis propio”
De lo anteriormente expuesto, se desprende que, existe una omisión de parte de la enjuiciada de hacer del conocimiento de manera previa al inconforme, de la multa que le fue impuesta, sanción que se encuentra prevista en el Bando de Policía y Gobierno del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
En efecto, la parte actora expresamente negó conocer la resolución determinante de la multa impugnada, por lo que ante tal negativa correspondía a la Autoridad demandada, mediante el ofrecimiento de las constancias respectivas, demostrar la legalidad de la multa administrativa, extremo que no fue probado por ella.
A mayor abundamiento, si se toma en cuenta que la autoridad demandada únicamente entregó a la parte actora el recibo de entero **********expedido por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, en el que se advierte que la parte actora enteró la cantidad de $500.00 (Quinientos pesos 00/100 M.N. por el concepto de faltas al Bando de Policía y Gobierno Artículo 10 Fracción II, lo cierto es que la autoridad demandada omitió hacer del conocimiento al hoy actor previamente la multa a que se refiere el artículo 47 de la Ley en comento, puesto que de una revisión a las constancias de autos, no se acredita con documental alguna que la autoridad demandada, Juez Calificador haya impuesto la multa que es desconocida por la parte actora.
En mérito de lo anterior, la autoridad demandada al no haber contestado la demanda, no cumplió con su obligación de probar los hechos los cuales se tienen por ciertos en términos del artículo 236 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual menciona lo siguiente:

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

“ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

…
II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución.
…”
Reiterando que el actor manifestó desconocer el acto impugnado consistente en la multa que derivó en el recibo de entero **********expedido por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, por tanto no se le permite controvertirlo, por lo que el concepto de impugnación es fundado, tal y como lo razona el actor en los autos del juicio de nulidad, además de que existe confesión expresa por parte de la autoridad al no haber contestado la demanda.
Ello se dice, en razón de que, ante el desconocimiento de la parte actora de la multa referida en el párrafo anterior, la autoridad demandada se encontraba obligada a cumplir con su carga probatoria de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, aplicables de manera supletoria en el presente juicio de nulidad con lo dispuesto en el artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismos que establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

De los preceptos antes transcritos se desprende que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo (autoridades demandadas) de sus excepciones, así en el tema de distribución de cargas probatorias quien niega sólo se encuentra obligado a probar bajo los supuestos en que: su negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; en el caso del desconocimiento de una presunción legal que tenga a su favor el colitigante; cuando lo que se desconozca sea la capacidad; y cuando la negativa fuere el elemento constitutivo de la acción.

Una vez expuesto lo anterior, cabe precisar que para dilucidar la Litis del presente asunto se debe acudir a la distribución de carga probatoria de las partes en comento, dado que la negativa formulada por la actora compone una negativa de un hecho sustancial, en la que de manera natural se contraviene la forma en que se deberán llevar a cabo los actos que dan origen a la determinación alcanzada por las autoridades demandadas.

Lo anterior es así, puesto que como se adelantó, de conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece que a falta de disposición expresa se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, resulta aplicable lo dispuesto en los artículos 273 y 274 del mencionado Código. 

Para corroborar lo señalado por esta Sala en el sentido de que la carga probatoria permitirá deducir si el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, se considera como apoyo de manera análoga, lo establecido en la tesis cuyos datos de identificación, rubro y contenido se citan a continuación:

Época: Décima Época 

Registro: 2007973 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I 

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a. CCCXCVI/2014 (10a.) 

Página: 706 

“CARGA DE LA PRUEBA. SU DISTRIBUCIÓN A PARTIR DE LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO. El sistema probatorio dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal acoge los principios lógico y ontológico que la teoría establece en torno a la dinámica de la carga de la prueba, cuyos entendimiento y aplicación facilitan la tarea del juzgador, pues permite conocer de qué forma se desplazan dichas cargas, en función de las posiciones que van tomando las partes de acuerdo a las aseveraciones que formulan durante el juicio. Ahora bien, el principio ontológico parte de la siguiente premisa: lo ordinario se presume, lo extraordinario se prueba, y se funda, en que el enunciado que trata sobre lo ordinario se presenta, desde luego, por sí mismo, con un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común; en tanto que el aserto que versa sobre lo extraordinario se manifiesta, por el contrario, destituido de todo principio de prueba; así, tener ese sustento o carecer de él, es lo que provoca que la carga de la prueba se desplace hacia la parte que formula enunciados sobre hechos extraordinarios, cuando la oposición expresada por su contraria la constituye una aseveración sobre un acontecimiento ordinario. Por su parte, en subordinación al principio ontológico, se encuentra el lógico, aplicable en los casos en que debe dilucidarse a quién corresponde la carga probatoria cuando existen dos asertos: uno positivo y otro negativo; y en atención a este principio, por la facilidad que existe en demostrar el aserto positivo, éste queda a cargo de quien lo formula y libera de ese peso al que expone una negación, por la dificultad para demostrarla. Así, el principio lógico tiene su fundamento en que en los enunciados positivos hay más facilidad en su demostración, pues es admisible acreditarlos con pruebas directas e indirectas; en tanto que un aserto negativo sólo puede justificarse con pruebas indirectas; asimismo, el principio en cuestión toma en cuenta las verdaderas negaciones (las sustanciales) y no aquellas que sólo tienen de negativo la forma en que se expone el aserto (negaciones formales). De ahí que, para establecer la distribución de la carga probatoria, debe considerarse también si el contenido de la negación es concreto (por ejemplo, "no soy la persona que intervino en el acto jurídico") o indefinido (verbigracia, "nunca he estado en cierto lugar") pues en el primer caso, la dificultad de la prueba deriva de una negación de imposible demostración, que traslada la carga de la prueba a la parte que afirma la identidad; mientras que la segunda es una negación sustancial, cuya dificultad probatoria proviene, no de la forma negativa, sino de la indefinición de su contenido, en cuyo caso corresponde a quien sostiene lo contrario (que el sujeto sí estuvo en cierto lugar en determinada fecha) demostrar su aserto, ante la indefinición de la negación formulada. Finalmente, en el caso de las afirmaciones indeterminadas, si bien se presenta un inconveniente similar, existe una distinción, pues en éstas se advierte un elemento positivo, susceptible de probarse, que permite presumir otro de igual naturaleza.”

Amparo directo 55/2013. 21 de mayo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, por lo que hace a la concesión del amparo. El Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo formuló voto concurrente en el que manifestó apartarse de las consideraciones relativas al tema contenido en la presente tesis. La Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas manifestó que si bien vota por conceder el amparo, no comparte las consideraciones ni los efectos, y formuló voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Por lo anterior, este Juzgador concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado los requisitos formales exigidos por las leyes, situación que dejó en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.

Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II y 251, 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ilegalidad de la infracción que impugnó la parte actora y su nulidad total. Lo anterior es así, toda vez que si bien la omisión de cumplir con las formalidades del procedimiento, constituye la desatención de un requisito formal; lo cierto es que en este caso la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, pues si el requisito señalado sólo puede constar en la multa elaborada, por lo que no podrían retrotraerse las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron su levantamiento para enmendar dicha violación, máxime si se toma en cuenta que ese tipo de actuaciones se realizan en condiciones que difícilmente podrían repetirse.

Por consiguiente se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD TOTAL de la infracción que impugnó la parte actora y su nulidad total, conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca, por lo anterior en consecuencia se ordena a las autoridades demandadas, que realicen las siguientes acciones: 
1) Cancelen los registros inherentes a la multa impugnada declarada ilegal.
2) Devuelvan a la parte actora la cantidad de $**********(**********00/100 M.N.) que enteró a la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, debidamente actualizada en términos de los artículos 9 y 35 fracción I del Código Fiscal del Estado.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado es competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD TOTAL de la multa impugnada y, 
TERCERO.- Se ordena a las autoridades demandadas que cancelen los registros inherentes a la multa impugnada declarada ilegal y devuelvan al hoy actor la cantidad de $**********(**********00/100 M.N.), por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia, y para los efectos debidamente actualizados en términos de los artículos 9 y 35 fracción I del Código Fiscal del Estado.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
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